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24.1 de la Constitución, y, en consecuencia, no cabe afinnar que la
estimación del recurso de suplicación interpuesto por el Instituto
Nacional de la Seguridad Social haya producido a la recurrente la
vulneración del mencionado precepto constitucional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J..E CONFIERE LA CONSTlTU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Sala Segunda. Recurso número 493/1987. Sentencia
número 34/1988, de 1 de marzo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura,
don Fernando Garcia-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra,
Magistrado, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 493(87, interpuesto por la
Entidad Local Menor de Valldoreix, representada por el Procura­
dor don Eduardo Morales Price y asistida del Letrado don Tomás
Pou Viver, contra Sentencia de la Sala ~nda de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territonal de Barcelona de 5 de
febrero de 1987. Han comparecido, además del Ministerio Fiscal,
el Letrado del Estado y la Entidad mercantil «La Previsión
Re¡ional, Sociedad Anónima», representada por el Procurador don
Rafael Sánchez-lzquierdo Nieto, y asistida del Letrado don Ramón
Rovira Vilamitjana. Ha sido Ponente el Magistrado don Carlos de
la Vega Benayas, quien expresa el parecer de la Sala.

L ANTECEDENTES

l. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 13 de abril
de 1987, procedente del Juzgado de Guardia, donde fue presentado
el día 11 anterior, el Procurador don Eduardo Morales Price, en
nombre de la Entidad Local Menor de Valldoreix, interpuso
recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala Segunda de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Barce­
lona de 5 de febrero de 1987.

La demanda se funda en los siguientes hechos: En expediente de
expropiación de terrenos propiedad de «Previsión Regional, Socie­
dad Anónima», en favor de la Entidad Local Menor de Valldoreix
(Barcelona), el Jurado Provincial de Expropiación fijó el justiprecio
en 1.I52.877 pesetas. Recurrida esta decisión por la Entidad
expropiada en vía contenciosa, la Sala Segunda de la Audiencia
Territorial no emplazó personalmente a la Entidad hoy recurrente,
sino que se limitó al emplazamiento por edictos. El proceso se
siguió entre la demandante y el Abogado del Estado, en defensa este
último del Jurado Provincial de Expropiación, y sin intervención
a1iUna de la Entidad Local Menor, y concluyó por Sentencia de 5
de febrero de 1987, que elevó el justiprecio a 6.533.009 pesetas.

El único fundamento jurídico de la demanda de amparo
consiste en la violación producida en el proceso a qua del derecho
fundamental de la Entidad recurrente a la tutela judicial efectiva,
sin que pueda producirse indefensión (ar!.. 24 de la C.E.), violación
derivada de la falta de emplazamiento personal de aquella que no
pudo defender en el proceso sus derechos afectados por el mismo.

Se solicita que se anule la Sentencia impu¡nada y se retrotraigan
las actuaciones procesaIct a t::fso fin al momento del emplaza­
miento para que la Entidad Menor de Valldoreix sea citada
personalmente. En escrito adjunto se solicita también que se
suspenda cautelannente la ejecución de la Sentencia recurrida.

2. Por providencia de 13 de mayo de 1987, la Sección acuerda
tener por interpuesto recurso de amparo por la Entidad LocaJ
Menor de Valldoreix, y por personado y parte en nombre y
representación de la m1S1l1a al Procurador señor Morales Price.
Asimismo, se concede un plazo común de diez días al Ministerio
Fiscal y a la solicitante del amparo para que dentro de dicho
ténnino a1e¡uen lo que estimen respecto de los siguientes motivos
de inadmisión: 1.0 No haberse alotado todos los recursos utilizados
dentro de la víajudicial [arto 44.1, a), en relación con el SO.I, b),
de la LOTq. 2. Carecer la demanda manifiestamente de conte-

Ha decidido:
Denegar el amparo .olicitado por el Procurador de los Tribuna­

les don Román Velasco Fernández. en nombre y representación de
doña Dolores del Pozo Miguel

Publíquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado•.

Dada en Madrid a veintinueve de febrero de mil novecientos
ochenta y ocho.-Gloria Begué Cantón.-Ange1 Latorre
Segura-Fernando Garcia-Mon y González-Regueral-Carlos de la
Vega Benayas.-Jesús Leguina ViIla.-Luis López Guerra.-rmnados
y rubricados.

nido que justifique una decisión por_parte de este Tribunal
Constitucional [ar!.. 50.2, b), de la LOTq.

3. El Fiscal, en su escrito de alegaciones, estima que la Entidad
recurrente no ha agotado todos los recursos utilizable dentro de la
via judicial precedente, al no interponer contra la Sentencia recurso
de apelación, de confonnidad con el 3rt 94.1, a), en relación con
los arts .10.1, al, r 50.1, todos de la Ley de 1urisdicción Conten­
cioso-AdministratJva, y si hubiera sido inadmitido, el recurso de
súplica y contra el resolutorio del mismo, el de queja, como resulta
del juego del ar!.. 92 Y disposición adicional sexta de la LJ.C.A. y
398 Ysiguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil. como establecie­
ron los Autos de este Tribunal 83(1981, 141/1983 Y 13411985.
O>nsidera que también la demanda carece manifiestamente de
contenido constitucional, ya que la falta de emplazamiento peno­
nal sólo deviene lesión inconstitucional cuando, a pesar de haberse
mantenido una actitud diligente por el interesado, se ve colocado
en una situación de indefensión, lo que no ocurre en el presente
caso, pues la Entidad recurrente conoció el Acuerdo del Jurado
Provincial de Expropiación Forzosa en el que se le informaba que
contra el mismo «podía interponerse recurso contencioso-adminis­
trativo... ante la Audiencia Territorial de Barcelona», no ignorando,
por tanto, como estableció, en caso similar al presente, la Sentencia
del Tribunal Constitucional l50( I 986 (fundamento juridico 3."),
que era susceptible de ser revisado y se desentendió del curso
ulterior de un asunto que le afectaba directamente por cuanto era
previsible, o cuando menos posible, que la otra parte recurriera, lo
que revela desde una perspectiva constitucional una actitud indili·
gente en la defensa de sus derechos, a lo que hay que ailadir que
para una Entidad Local Menor no constJtuya carga excesiva la
lectura del «Boletín Oficiabo de la provincia correspondiente a la
Audiencia Territorial en cuyo ámbito se encontraba IDcluida, como
este Tribunal viene reiterando en sus últimas sentencias sobre la
materia.

Por ello, interesa la inadmisión de la demanda de amparo.
Don Eduardo Morales Price, Procurador de la Entidad Local

Menor de Valldoreix, alega que el agotamiento de la víajudicial fue
procesalmente imposible, ya que cuando la Entidad Local Menor
de Valldoreix conoció la Sentencia ya era firme e inimpugnable en
la vía judicial por medio de cualquier recurso ordinario.

En cuanto al otro supuesto de inadmisión, reitera las alegacio­
nes de la demanda.

4. Por providencia de 3 de junio de 1987, la Sección acuerda
fonnar la correspondiente pieza separada de suspensión, y otorpr
un plazo común de tres días al Ministerio Fiscal y a la solicitante
del amparo PlIr3 que dentro de. dicho término aleguen lo que
estimen pertinente en orden a la suspensión interesada. Al mismo
tiem~, y por otra providencia de la misma fecha, se acuerda
admItir a trámite la demanda de amparo formulada por la Entidad
Local Menor de Valldoreix.

5. Por Auto de 24 de junio de 1987, la Sala Segunda acuerda
denegar la suspensión solicitada por el Procurador seitar Morales
Price.

6. Por providencia de 8 de julio de 1987, la SecciÓD Cuarta
acuerda tener por personados y parte a! Letrado del Estado y al
Procurador de los Tribunales señor Sáochez.Izquierdo Nieto. éste
en nombre y representación de la Entidad mercantil «La Previsión
ReP0na!, Sociedad Anónimo. Al mismo tiempo se concede un
plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal, al Letrado del
Estado y a los Procuradores señores SáDchez-Izquierdo Nieto y
Moralct Price para que dentro de dicho término pueden presentar
las alepciones que a ID dera:bo convengan.

7. El Fiscal, en escrito de 23 de julio de 1987, después de citar
la jurisprudencia constitucional al respecto, añade que del examen
del expediente administrativo se advierte una intervención poco
activa de la Entidad Local solicitante del amparo, pues resulta que
se le notifica que lo resuelto por el 1urado Provinctal de Expropia­
ción no es firme, porque cabía recurso contencioso-administratJvo,
lo que se le comumca por corno, constando la diligencia de
entrega, sin que la recurrente niegue en absoluto haberla recibido,
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por lo que bB:Y que conveni~ q.ue el Acuerdo del Jurado llegó a su
poder y conslgwente conocumento.

En supuesto similar, pero no idéntico, la STC 150/1986, al
examinar el caso alll planteado -que como éste se referla a
emplazamiento edicta1 en recurso contencioso-administrativo con­
tra Acuerdos del Jurado de Expropiación- destacaba el hecho de
que al notificarse el Acuerdo del Jurado se habla informado al
interesado que cabla recurso de reposición ante el propio Jurado
Prov.in.ciaI ~ Expropiación. Fo!"osa -en el caso e~ contencioso­
awmmstratlvo ante la AudienC18-, y añadla: «No lanorando que
era susceptible de ser revisado se desentendió del recurso ultenor
de un asunto que le afectaba directamente, por cuanto era
previsible, o cuando menos posible, que la otra parte, en cambio,
recurriera... Dicho desinterés -añade la Sentencia, fundamento
jwidico 3.°_ por la eventual impuanación «revela desde la perspec­
·tlva constitucional a la que hemos de circunscribimos, una actitud
que ba de calificarse de indiligente en la defensa de sus derechos,
que no cabe desconocer-. Palabras que mutatis mutandi -alll
desinterés por la impugnación en vla administrativa y aqul en via
judicial- cree el Fiscal que son del todo aplicables al presente
recurso de amparo.

Respecto a si la lectura del «Boletín Oficia),. de la provincia era
una excesiva carga J;IlU'lIIa recurrente -que en aquel caso era una
Sociedad anónima mmobiliaria-, la Sentencia últimamente dic­
tada, en el mismo fundamento Jwidico 3.°, concluye que no lo
constituía «para una Empresa de sus caracteristicas..., sino aJao
requerido por sus actividades propias, pues la dili¡encia debida se
lflIdúa con arreglo a los respectivos su,¡etos, ya que una cosa es el
conocer a1¡0, y otra, el tener que conocerla-. Por ello debe
conc1uine que la falta de emplazamiento personal y directo no
puede conSlderse aquí como vulneración del en. 24.1 de la
Constitución, no habiendo, por consi¡uiente, lupr a estimar la
demand».

Indica también el Ftscal que en los antecedentes no se sabe con
certeza la fecha en que la Entidad recurrente recibió la Sentencia,
aunque parece que fue el 29 de marzo de 1987 -que, por cieno, era
domm¡o- se¡ún el Re¡istro de Entrada. De ser así la demanda seria
tempestiva, pues como también dijo se presentó en el Juzgado de
Guardia el lI de abril siguiente. No obstante, como entre esta fecha
y el 16 de marzo, que se acordó por la Sala remitir la Sentencia al
Alcalde, median más de veinte días hábiles, seria conveniente
precisarlo, como se pide por otrosí, a los efectos del arto 44.2 de la
WTC y, en hipótesis, de la posible causa de inadmisión del
artículo 50, 1, a), de la misma, que ahora seria de desestimación,
teniendo en cuenta, en todo caso, que acreditarlo es car¡a procesal
de quien recurre.

Por lo eX{luesto se interesa del Tribunal Constitucional que
dicte SentenC18 por la que desestime el amparo que se impetra.
Solicita, además, que se recabe de la SaJa SeJunda de lo Conten­
cioso-Administrativo de la Audiencia Temtoria1 de Barcelona
certificación autenticada IIObre la fecba en que la Sentencia recaída
en el recurso contencioso-administrativo núm. 1.246/1985 fue
recibida por Entidad Local Menor de Valldoreix.

8. El Letrado del Estado, en la representación que la Ley le
otorga, en escrito de I de septiembre de 1987, considera que el
presente amparo, formaImente diri¡ido contra una SentenCla, es
uno más de la serie que podria denominarse del emplazamiento
personal y directo en el recurso contencioso-administrativo... La
Entidad Local Menor recurrente se queja de que se ha violado su
derecho del en. 24.1. CE., por no haber sido personalmente
emplazada en el recurso contencioso-administrativo tramitado y
fallado por la Sentencia de 5 de febrero de 1987.

En aquel recurso contencioso-administrativo núm. 1.246/1985
fueron partes «La Previsión Regional, Sociedad Anónimu (recu­
rrente), y la Administración del Estado, defendida y representada
por su Abogado, ya que el recurso se suscitó contra dos Acuerdos
da Jurado Provincial de Expropiación, uno que fijaba el justiprecio
en un caso regulado por el arto 69 del Texto Refundido de la Ley
del Suelo, de 9 de abril de 1976, y otro desestimatorio del recurso
de !'CP.OSición. Puesto que el amparo no se pide contra un acto u
omiSIón de la Administración (art. 43 WTC), sino contra una
omisión imputable a un órgano judicial, y la Entidad local
recurrente es representada por Procurador y defendida por su
propio Abogado, la posición de esta Abopda en el recurso no
puede juzgarse vinculada por la presenC18 de un interés cuya
defensa jurisdicional le venga encomendada especialmente.

Cita a continuación la doctrina de este Tribunal Constitucional
y concluye que el conocimiento extraprocesal fehaciente o presumi­
ble (con arreglo a los arts. 1.249 y 1.253, CC) de la existencia del
recurso por quien recurre en amparo justifica la desestimación del
recurso, ya que la Entidad Local Menor recurrente tuvo interven­
ción en el expediente deJustiprecio. Constando al folio 7 del mismo
la designación del Arqwtecto de la Entidad. No se dio traslado a la
Entidad Local Menor del recurso de reposición contra el Acuerdo
de justiprecio (cf. en. 117.3 de la Ley de Procedimiento Adminis-

trativo), pero sí se la notificó la desestimación expresa del recurso de
reposición. Así se colige del folio 13 del expediente de justiprecio.
La Entidad Local Menor recurrente quedaba claramenle
identificada en la demanda contencioso-admmistrativa como deu­
dora del justiprecio, amén de en el expediente de justiprecio y en
el escrito de interposición. La afección de su esfera jwidica por la
futura Sentencia era manifiesta. Y, en fin, el anuncio de interposi­
ción (art., 60 LJ.C.A.) apareció en el «Boletín Oficial de la
Provincia de Barcelona». Este anuncio mencionaba las fechas de
los Acuerdos recurridos, número de expediente de justiprecio y
situación de la finca (Valldoreix, Sant Cugat). En resumen, señala
el Letrado del Estado los siguientes datos: Perfecta identificación de
la Entidad Local Menor de ValIdoreix como afectada por la futura
Sentencia, y desentendimiento de la Entidad Local Menor: le fue
notificada la desestimación del recurso de reposición el 9 de
octubre de 1985. El anuncio de interposición fue publicado algo
más de un mes después en un periódico oficial que la Entidad Local
Menor está obligada a poseer. La Entidad, empero, no invoca el arto
24.1, CE., «para sostener la ejecutoriedad» de al.ún acto suyo, sino
para intentar que, tras de que se le oiga, el justIprecio se reduzca,
amén de que la Sociedad demandante no ocultó en ningún
momento que la Entidad Local Menor, a la que correspondía
abonar el justiprecio, estaba interesada en el asunto. Con todo, no
solicitó que se le emplazara personalmente. De acuerdo con los
criterios de ponderación que se infieren de la jurisprudencia del
Tribunal, no puede entenderse que la Entidad Local actora baya
alcanzado el mínimo de diligencia que le era exipble de acuerdo
con su doctrina, ~a que, dado su carácter de AdmInistración Local
(art. 3.2, a), de la Ley 7/1985, de 2 de abril), no puede estimarse que
la lectura del «Boletín 0ficiaJ,. de la provincia constituya carga
excesiva, y más cuando, como es el caso, se le habia notificado la
desestimación expresa del recurso de re~n, lo que bacla
previsible, o al menos posible, la interposición del recurso jwisdic­
cional (Sentencia del Tribunal Constitucional 150/1986). No puede
dejarse en olvido el derecho de la otra parte -«La Previsión
Regional, Sociedad Anónima... a obtener tutela judicial sin más
dilaciones, mediante la ejecución de una Sentencia firme, en un
asunto cuya iniciación en via administrativa se remonta a 1983.

Por lo que suplica se dicte en su dia Sentencia deneptoria del
amparo.

9. Don Eduardo Morales Price, Procurador de la Entidad
Local Menor de ValIdareix, en escrito de 3 de septiembre de 1987,
ratifica su demanda y añade, reiterando sus fundamentos y
doctrina de este Tribunal Constitucional, que el recurrente en el
proceso contencioso-administrativo, «La Previsión Regional,
Sociedad Anónima», estaba obligada jurídicamente a solicitar el
emplazamiento de la Entidad Local Menor de ValIdoreix, puesto
que cuando interpuso el recurso (octubre de 1985) y cuando
formuló su demanda (enero de 1986) eran ya abundantes las
Sentencias de este Tribunal Constitucional que exigían el emplaza­
miento de los demandados que tuvieran derechos o intereses
afectados.

Por tanto, el incumplimiento de «La Previsión Regional,
Sociedad Anónima», de tal obligación provocó a la Entidad Local
Menor de Valldoreix la imposibilidad de intervenir en el proceso
y, con ello, se le causó la SItuación de indefensión que prohíbe el
en. 24.1 de la vigente Constitución.

En cuanto a la extemporaneidad de la demanda, alega que fue
imposible que la Entidad Local Menor interpusiera recursos contra
la indicada Sentencia, porque el primer conocimiento que tuvo fue
al remitirsela el Tribunal una vez ya era firme y para su cumpli­
miento, como IiteraJmente expresa el oficio del Tribunal de 3 de
marzo de 1987.

Por otra parte, añade en el recurso contencioso-administrativo
en el que se dictó la Sentencia impuanada en amparo por la Entidad
Local Menor, ésta no fue parte procesal y no pudo interponer
recurso alguno, y además, la Sentencia fue notificada a la Entidad
Loca1 Menor una vez ya habia $Rnado firmeza, precisamente
accediendo a petición de «La PreVIsión Regional, Sociedad Anó­
nima.., en escrito que presentó en el proceso contencioso-adminis­
trativo el lO de marzo de 1987.

En cuanto a que la Entidad Local Menor estaba obligada a la
lectura del «Boletin Oficia),. de la provincia de 15 de noviembre de
1985, en el que se publicó el anuncio sobre la interposición del
recurso, también es inadmisible en derecho, porque el anuncio
publicado sólo indica que se interpuso un recurso contencioso­
administrativo por un terreno situado en Valldoreix, pero no indica
ni el emplazamiento de dicho terreno ni alude a la Entidad Local
Menor de Valldoreix, con lo que exige una singular preparación
procesal administrativa juridica deducir de dicho anuncio que se
estaba impugnando un acuerdo que afectaba a la Entidad Loca1
Menor de Valldoreix.

Por lo demás, añade, este deber no es aplicable a la Entidad
Local Menor de Valdoreix, de ínfima calegoria y de sólo 2.800
habitantes en 1985 y con escasísimos medios personales y adminis-
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trativos, pues no tenía entre sus funcionarios ning¡in licenciado en
Derecho.

En defmitiva, admitir que la Entidad Local Menor recurrente
conoció la existencia del proceso contencioso-administrativo y no
5e defendió voluntariamente en él, sólo puede efe<:tuarse a través de
una presunción, derivada del hecho de publicarse el anuncio en el
«Boletín Oficiabo de la provincia, lo que exige que entre tal hecho
y la negligente no defensa exista el «enlace p~so y directo según
las n:gIas del criterio humano. que exige el Código Civil (artículo
1.253). enlace «preciso y directo» que ea imposible predi<:ar de una
penona jurídica que ni siquiera tiene UD licenciado en Derecho a
su servicio y que cuenta con una escasisima organización humana.
Máxime. todo e1lo, cuando tal Entidad podía confiar en que «La
Previsión Regional, Sociedad Anónimo. el Tribunal Contencioso
o el Jurado de Expropiación le notificaran que se había interpuesto
un recurso contelh.;oso-administrativo en el que se solicitaba la
anulación de un Acuerdo que tanto afectaba a sus derechos.

En su virtud, suplica se dtcte Sentencia que estime el presente
recurso de amparo y declare la nulidad de la Sentencia de 5 de
febrero de 1987. de la Sala Segunda del Tribunal Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona, y se
restablezca a la Entidad Local Menor de ValldoreU en el derecho
de la tutela judicial efectiva que reconoce el art. 24.1 de la c.E..
retrotayendo las actuaciones procesales del indicado recurso con­
tencioso-administrativo al momento inmediatamente posterior a la
presentación de la demanda por «La Previsión Regional, Sociedad
Anónima». y declarando la nulidad de todas las posteriores a tal
momento y emplazamiento a la Entidad Local Menor de Valido­
reix. por nueve días, para que pueda comparecer en el proceso o,
si ya estuviese comparecida, para que conteste a la demanda.

lO. Don Rafael Sáochez-Izquierdo Nieto. Procurador de los
Tribunales, actuando en nombre y representación de la Entidad
mercantil «La Previsión Regional, Sociedad Anónima», en escrito
de 4 de septiembre de 1987. sostiene en sus alegaciones que la
recurrente no puede, en forma alguna, alegar indefensión por no
haber sido emplazada ni citada personalmente, sino tan sólo a
través de la forma edictal previsto en los arts. 60 Y64 W. No hay
que olvidar que el recurso contencioso-administrativo era mera
continuación del tramitado por ante el Jurado Provincial de
Expropiación de Barcelona. Y, en tal recurso, la hoy recurrente fue
requerida una y otra vez para que se personase y formulase sus
alegaciones, presentando escritos e informe del Técnico municipal
correspondiente. Tampoco hay que olvidar que mal puede, 'i no es
de recibo, alegar la recurrente que desconoce el contenido del
«Boletín Oficial» de la provincia. De ser cierto tal aserto,
quedaría en entredicho la que se presupone eficaz dtligencia de toda
Administración.

Cita luego la doctrina de este Tribunal que ha afirmado que
«dado que los Colegios Profesionales tienen la calificación de
Corporación de Derecho público -ron la organización correspon­
diente- precisamente por razón de sus fines y de las soluciones que
han de desarrollar, no puede considerarse excesiva la carga de leer
el ldloletín Oficial» de la provincia correspondiente a la sede de la
Audiencia Territorial en cuyo ámbito se encuentran incluidos, con
objeto de poder comparecer en aquellos procesos para los que estén
lC$itirnados, por lo que debe concluirse ~ue la falta de emplaza­
mIento personal en el caso de que la publicación de los edictos se
efectúe en dicho «Boletin Oficial» no menoscaba su derecho de
defensa, ni aun menos puede producir indefensión.

Por ello, suplica se destime el recurso de amparo. con expresa
imposición de costas a la parte recurrente por su evidente temeri­
dad y mala fe.

11. Por providencia de 15 de febrero de 1988 se señaló para
deliberacion y votación de esta Sentencia el día 29 de febrero de
1988, fecha en que ello tuvo lugar.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Antes de entrar en el estudio y decisión del fondo del
recurso es procedente rechazar la alegación ad caute/am que el
Fiscal hace en su escrito último, relativa a la posible extemporanei­
dad en la presentación de la demanda. En efecto, y tras las
certificaciones recabadas de la Audiencia Territorial de Barcelona,
a instancia de dicho Ministerio, secom~ que la Sentencia de
la Sala de lo Contencioso-Administrauvo le fue notificada a la
Entidad recurrente el día 20 de marzo de 1987 y como el recurso
de amparo, a través del JUZIIlldo de guardia, fue presentado en este
Tribunal el día 11 de abrif siguiente, es claro que se cumplió el
plazo legal de los veinte días establecidos en el art. 44 de la WTC.
y aunque no se haya hecho especial hincapié en el agotamiento de
los recursos, como causa de inadmisibilidad y desestimación, no
está de más anadir que tampoco cabría estimar ese defecto, en
cuanto la aquí recurrente no tuvo oportunidad -por no haber sido
parte en el proceso judicial- de entablar recursos, máxime ante la
advertencia de la propia Sala de lo Contencioso en la notificación

de la Sentencia, es decir. que la misma era firme y ejecutiva. Fuera
eso o no asi en el plano de la estricta legalidad, lo evidente es que
no le era exigible a la Entidad ese agoramiento pro..:esal, según
reiterada doctrina do: este Tribunal Constitucional relativa a la
ineficacia en la esfera de los derechos privados de los errores
inducidos por advertencias judiciales o, en otro sentido. sobre todo
en los casos dudosos, sobre la irreprochabilidad de una conducta
procesal de parte, cau5ada o debida a dichas advertencias.

2. La queja de la Entidad Local Menor recurrente reside en
haber sufrido indefensión, contra la garantla constitucional consa­
grada en el art. 24. 1 de la c.E. -violado por ello- al no haber sido
citada o emplazada personalmente en el proceso contencioso­
administrativo seguido ante la Audiencia Territorial de Barcelona
a instancia de la otra parte aquí también comparecida, «Previsión
Regional, Sociedad Anónima». contra la decisión del Jurado
Provincia! de Expropiación de Barcelona, fijando el justiprecio de
los terrenos expropiados a dicha Sociedad por la atada Entidad
Local Menor de Valldoreu. Dado que los datos más precisos son
proporcionados por las actuaciones remitidas por el Jurado Ypor
la Audiencia, conviene, a reglón sesuido, puntualizarlos.

3. La Sociedad «Previsión Regional. Socledad Anónima».
instó a la Entidad Local Menor de ValldoreÍJI para que, en el
adecuado expediente, le fueran expropiados unos terrenos sitos en
el territorio de dicha Entidad, por hallarse calificados como zona
verde por el Plan General Metropolitano de Barcelona de 1976 Y
haber transcurrido cinco allos sin hacerse la expropiación. Adop­
tada una actitud pasiva por la Entidad, se le tuvo por renunciado
su derecho a formular hoja de aprecio (9 de julio de 1984),
invitándole a que propusiel'll Técnico superior para que pudiera
formar parte del Jurado, lo que hizo en la persona del Arquitecto
municipal, cuyo informe sobre justiprecio fue el que luego. precisa­
mente. aceptaría el Jurado.

No conforme con ello. la Sociead expropiada interpuso recurso
de reposición contra el Acuerdo del Jurado, quien lo dese5timó por
Resolución de 4 de octubre de 1985, que fue comunicada a los
interesados para su ~'Onocimiento y efectos, advirtiendo que contra
tal Acuerdo podía interponerse recurso contencioso-administrativo
durante dos meses, contados desde el siguiente al de la notificación,
ante la Sala de lo Contencioso-Administrati vo de la Audiencia de
Barcelona. Esta notificación se expidió el 9 de octubre y fue
entregada al Alcalde pedáneo de la Entidad tocal Menor de
ValldoreÍJI por el servicio de Correos al dia siguiente.

No recurrió esta Entidad, sino la Sociedad expropiada, discon­
fonne con la cuantía del justiprecio (1.152.877 pesetas). El recurso
contencioso ~ tramitó con el Abogado del Estado. publicándose en
el «Boletín Oficial» de la provincia el anuncio que ordena el art. 60
a los efectos de art. 64, ambos de la Ley de Jurisdicción Conten­
cioso-Administrativa. La Sala estimó el recurso, declaró nulos los
actos admini5trativos impugnados y fijó como justiprecio el de
6.533.009 pesetas. La Sentencia fue notiicada al recurrente y al
Abogado del Estado y, a solicitud de la primera, también a la
Entidad Local para su cumplimiento.

La Entidad dicha interpuso el presente recurso de amparo y
solicita a este Tribunal la anulación de la Sentencia de la Audiencia
y que se retrotraigan las actuaciones procesales al tiempo del
emplazamiento. debiéndolo ser J¡ltrsonalmente y no por edictos,
como se hizo, según acredita mediante certificación de la Secretaria
de la Sala sentenciadora. Alega asimismo que no se le j)uede exigir
el deber de suscripción y lectura del «Boletfn Oficial» de la
provincia, por tratarse de una entidad menor, con pocos medios
personales y ecoDÓmicos.

4. A propósito de la valoración constitucional de la citación o
emplazamiento por edictos en el proceso contencioso-administra­
tivo, en relacióll con el derecho a la tutela judicial efectiva, la
jurisprudencia de este Tribunal, ya desde su STC 9/1981. de 31 de
IJW'ZO, seguida por otras muchas, ha establecido la existencia de UD
deber en todos los Jueces y Tribunales de promover las posibiliddes
de defensa de todos aquellos que pudieran ser afec1ados en sus
derechos e intereses legítimos por la decisión de UD proceso
contencioso-administrativo, emplazándolos personalmente siem­
pre que ello fuera posible, porque dichOl interesado& sean identifi­
cables por 101 datos que constan en la demanda o en el expediente
admiDIstrativo, para que puedan comparecer como demandados o
coadyuvantes, SIn que sea suficiente el emplazamiento por edictos
preVIllto en el art. 64 de la Ley.

Cierto que esta doctrina, que puede calificarse de general, ha
tenido, como es lógico, sucesivas matizaciones nacidas de los
distintos casos y asi expuestas en sucesivas resolucioneL En
principio, ya en la STC 133/1986, de 29 de octubre, se hacen los
necesarios distingos, partiendo de la consideración de que aquel
deber judicial de emplazamiento directo es UD deber que tiene su
origen en la Constitución misma, no en la Ley que no obliga a
tanto, no siendo por ello un deber absoluto o incondicionado. Por
eso se ha sentado que ese deber de notificación personal para
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garantizar el ac«so a la justicia tiene su correspondencia, no sólo
con la actitud diligente de la parte o ciudadano, sino con la efectiva
indefensión que se pueda causar. Sólo en este supuesto, es decir, la
indefensión, puede hablarse de lesión constitucional, ),a que, en
otro caso (SSTC 56/1985 y 150/1986, de 27 de nOV1embre), la
protección Ilimitada del derecho del no emplazado conllevaría, en
su automatismo, el sacrificio del derecho a la tutela judicial efectiva
de quien, actuando de buena fe, fue pane en el proceso conten·
cioso-administrativo y se creía protegido por la paz Y tegI1ridad
jurídica que implica la institución de la cosa juzgada.

Pero desde la perspectiva de los interesados )' de su posible
indefensión, también se ha matizado aquella doctnna general en el
sentido de declarar que no se daría esa indefensión real en el
supuesto de que se tuviera plena certeza de que los afectados por
el acto admimstrativo impugnado tuvieron conocimiento oportuno
del proceso contencioso-administrativo, de modo tal que hubieran
podido comparecer y ser oídos por él (SSTC 117/1983, 119/1984
Y 2/1985), bien que constando aquella certeza, suficientemente
aeteditada, de ese conocimiento extraprocesal del aludido proceso
contencioso, ya que en ese supuesto no sería admisible valerse de
la omisión del órgano judicial para no comparecer en el proceso e
invocarla posteriormente' como causa de indefensión
(STC 188/1987, de 27 de noviembre).

5. Pues bien, del examen de los antecedentes del caso, no
puede deducirse ni afirmarse que la Entidad recurrente tuviere
conocimiento de la existencia del proceso contencioso-administra­
tivo, y sí sólo que hubo un emplazamiento edictal, notificando su
incoación.

Como se dijo en la STC 82/1983, el derecho fundamental al
proceso debido significa, entre otros aspectos, la necesidad de
llamar directamente al proceso judicial a toda persona legitimada
para ello, por poseer derechos e intereses legitimos y pueda ser
parte procesal, so pena de conculcar el principio de contradicción
y las posibilidades de defensa de la parte o interesados.

En el presente supuesto es claro que el Tribunal contencioso­
administrativo tenia conocimiento de la condición de interesado de
la Entidad Local Menor recurrente, dada su condición de expro­
piante y por ello afectada en su esfera juridica patrimonial por la
decisión del Jurado de expropiación en torno al justiprecIO. Su
interés y su identidad constaban en el expe.cliente. La circunstancia
de que en el proceso interviniera el Letrado del Estado en defensa
del Jurado no le eximía -al Tribunal- de ese empIazamiento
directo a la Entidad Local Menor, porque, tal como consta en el
encabezamiento de la Sentencia del Tnbunal, dicho Letrado sólo
representaba al Jurado, pero no al interés de la Entidad, quien
-como análogamente resolvió la citada STC 82/1983- al no estar
comparecida ni representada no pudo ejercer su propia defensa

Sala Segunda. Recurso de amparo número 302/1985.
Sentencia número 35/1988. de 2 de marzo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Begué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura,
don Fernando Oarda-Mon y González-Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas. don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra.
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 302/1985, interpuesto por doña
Felisa I1arraz zalba y doña Terencia Zulet Sola, representadas por
el Procurador de los Tribunales don José Manuel de Dorremochea
Aramburu. y asistidas del Letrado don Javier Moreno Aniz, contra
Sentencia del Tribunal Central de TrabajO que revoca la dictada
por la Magistratura de Trabajo núm. I de las de Navarra y deniega
afiliación al Régimen ES{lCC!al de Trabajadores Autónomos. Han
comparecido el Ministeno Fiscal y el Instituto de la Seguridad
Social representado por el Procurador de los Tribunales don
Eduardo Morales Price. Ha sido Ponente el Magistrado don Angel
Latorre Segura, quien expresa el parecer de la Sala.

11. ANTECEDENTES

J. Don José Manuel Dorremochea Aramburu, Procurador de
los Tribunales, interpone en nombre y representación de doña
Felisa I1arraz zalba y doña Terencia Zulet Sola, recurso de amparo
constitucional contra la Sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal
Central de Trabajo de II de febrero de 1985, que revoca la dictada

como mejor le conviniera, aportando cuantos datos y ar¡;umentos
estimare procedentes.

Por lo que se refiere a la alegación de que la Entidad recurrente
debió considerarse notificada y emplaza mediante la publicación
del edicto en el «Boletin Oficia1» de la provincia, preciso será
añadir que, si bien en ciertos casos se ha considerado que los
Organismos oficiales y Ayuntamientos deben prestar más atención
que los particulares a las notificaciones edietales de la existencia de
procesos contencioso-administrativos, esto no puede evitar la
aplicación de la doctrina general indicada, es decir, la de que
aquellos emplazamientos no son la forma generalmente adecuada
para emplazar a personas identificadas e identificables.

Este es el caso de la Entidad Local Menor recurrente. como ya
se ha dicho. Consecuentemente, con la falta y omisión, por parte
dt"1 Tribunal, del emplazamiento directo que se deriva del arto 64.1
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. según
constante jurisprudencia de este Tribunal, se vulneró el derecho,
por indefensión, reconocido en el arto 24.1 de la C.E., debiendo
por ello ser estimáda la demanda.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J..E CONFIERE LA CüNSTlTU­
ClON DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Estimar el recurso de amparo interpuesto por la Entidad Local
Menor de Valldoreix, y en su virtud:

1.0 Reconocer a dicha Entidad el derecho a la tutela judicial
efectiva.

2.0 Anular la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Barce­
lona de 5 de febrero de 1987, dictada en el recurso
núm. 1.246/1985, así como las actuaciones anteriores.

3.0 Retrotraer dichas actuaciones al momento procesal de
proveer sobre el emplazamiento personal de las partes o interesa­
dos, aquí la Entidad Local Menor citada, quedando asi ésta

Irestablecida en su derecho.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

I Dada en Madrid a uno de marzo de mil novecientos ochenta y
ocho.-Gloria Begué Cantón.-:-Angel Latorre Segura.-Fcrnando Gar-

i cia-Mon y González-RegueraJ.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs
Leguina Villa.-Luis López Guerra.

por la Magistratura de Trabajo núm. I de las de Navarra.
resolviendo reclamación sobre afiliación a la Seguridad S<:>cial. La
demanda de amparo denuncia la violación del pnnclpio de
!¡!uaIdad en la aplicación de la Ley garantizado en el arto 14 de la
ConstitucIón Española, e interesa de este Tribunal la nulidad de la
resolución impugnada, asi como que se reconozca y declare el
derecho de las actoras a su afiliación al Régimen Especial de
Seguridad Social de los Trabajadores Autónomos, sector Agricul­
tura.

2. Los hechos en los que se apoya la demanda son los
siguientes: .

a) En fecha 30 de junio de 1980, las actoras solicitaron de la
entonces Mutualidad Laboral de Trabajadores Autónomos de la
Agricultura su afiliación al Régimen Especial de Trabajadores
Autónomos de la Seguridad Social, sector Agricultura. fundamen­
tando su petición en la cireunstancia de venir dedicándose con
anterioridad al año 1942 a la actividad económica agraria .<partici­
pando y colaborando en la dirección y gestión de dicha actividad»,
así como ser «titulares en distintos conceptos de pequeñas fincas
rústicas o explotaciones agrarias».

b) En fecha que no consta, la Entidad gestora de la St"guridad
Social dictó resoluciones denegatorias de la solicitud. argumen­
tando, en síntesis, que las solicitantes no realizaban actividad
económica agraria de forma personal y directa, que las fincas de
que eran titulareli no superaban el capital imponible reglamentaria­
mente exigido, y que no tenían a su servicio trabajadores por
cuenta ajena.

c) Planteada por las hoy recurrentes demanda ante la jurisdic­
ción laboral, la Ma$istratura de Trabajo núm. I de Navarra dictó
Sentencia el 5 de Junio de 1981, en cuyo fallo se declaraba el
derecho de IasaclOras a afiliarse al Régimen Especial de la
Seguridad Social de los Trabajadores Autónomos, sector Agricul­
tura, con efectos desde sus respectivas solicitudes, condenando a las
demandadas Mutualidad Laboral de Trabajadores Autónomos de


